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Rebajas punitivas por aceptación de cargos en Colombia: un análisis 
diferenciador entre justicia ordinaria y justicia penal militar 

 

Belkis Eugenia Álvarez medina   
 

Resumen 
El mundo posmoderno evoca nuevos desafíos para el sistema jurídico punitivo. Al punto 

que, el Código de Procedimiento Penal del 2004 frente al juzgamiento de conductas punibles del 
individuo determina el derecho a ser informado de la rebaja hasta la mitad de la pena impuesta 
sobre el allanamiento a cargos, en cambio, la aplicación del Código Penal Militar mediante 
operador jurídico desconoce al imputado la posibilidad de obtener una rebaja punitiva como lo 
estipula el sistema adjetivo penal de la jurisdicción ordinaria. En ese sentido, el propósito de este 
articulo será examinar la existencia de razones jurídicas para las garantías procesales frente a la 
aceptación de cargos prevista en la administración de justicia penal militar y policial. Dado lo 
anterior, el articulo describirá los resultados nefastos que conlleva la vulneración del debido 
proceso en la adhesión típica prevista en el artículo 97 de la Ley 1765 de 2015. 
 

Palabras clave 

Justicia penal militar y policial, allanamiento a cargos, debido proceso, rebaja punitiva. 
 

Abstract 
The postmodern world evokes new challenges for the punitive legal system. To the point 

that, the 2004 Code of Criminal Procedure the individual's right to be informed determines the 
right to be informed of the rebate to half the sentence imposed on the raid on charges, on the 
other hand, the application of the Military Penal Code through a legal operator does not make the 
defendant unaware of the possibility of obtaining a punitive rebate as stipulated by the criminal 
adjective system of ordinary jurisdiction. In this sense, the purpose of this article will be to examine 
the existence of legal grounds for procedural safeguards in the face of acceptance of charges 
under the administration of military and police criminal justice. Given the above, the article will 
describe the harmful results of a violation of due process in the typical accession provided for in 
the Article 97 of Law 1765 of 2015. 

 
Key words: 

Military and police criminal justice, tressing to the charges, due process, punitive 

reduction. 
 

Resumo 
O mundo pós-moderno evoca novos desafios para o sistema jurídico punitivo. A tal ponto, 

o Código de Processo Penal de 2004 o direito do indivíduo de ser informado do rebaixamento 
para metade da pena imposta ao criminoso o ataque às acusações, por outro lado, a aplicação 
do Código Penal Militar pelo operador legal não desconhece a possibilidade do acusado de obter 
um desconto punitivo, conforme estipulado pelo sistema adjetivo criminal de jurisdição ordinária. 
Nesse sentido, u objetivo deste artigo será examinar a existência de razões legais para 
salvaguardas processuais contra a aceitação das acusações previstas na administração da 
justiça penal militares e policiais. Dado o acima exposto, o artigo descreverá os resultados 
nocivos de uma violação do devido processo Artigo 97 da Lei 1765 de 2015. 

 
Key words: 

Justiça criminal militar e policial, tressing às cargas, processo devido, redução punitiva. 
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Introducción 
 

Desde hace siglos ha sido necesario someter las conductas del seno de la 

colectividad humana al sistema de enjuiciamiento punitivo en aras de esclarecer el 

suceso delictivo, siendo obligatorio cumplir con el imperativo de “justica” e “igualdad”, al 

punto que, la implementación del ente acusador que permite dictaminar la tipicidad y 

materialidad de la conducta punible según el concurso de personas a título de autor o 

participe, para que aquellos cumplan con la sanción penal prevista en el ordenamiento 

jurídico punitivo mediante pronunciamiento judicial. Sin embargo, subsiste en el 

entramado penal un tratamiento diferencial, ya que, lo previsto en el procedimiento oral 

acusatorio ordinario exhibe particularidades diferenciadoras respecto al instrumento 

adjetivo militar.  

 

Mediante el análisis del contenido de los pronunciamientos jurisprudenciales 

suministrados por el TSM, CSJ y Corte Constitucional, exhiben particularidades sobre el 

derecho a ser informado de las rebajas punitivas que implica la aceptación de cargos. 

Por un lado, la organización judicial punitiva  ”Ley 1765 de 2015” en el marco del Código 

Penal Militar “Ley 1407 de 2010” no impone al operador jurídico la obligación de informar 

el beneficio que le corresponde por derecho al sujeto que se allane a cargos en la 

diligencia de indagatoria, supeditando este deber en manos de un tercero la posibilidad 

de comunicar un precepto totalmente favorable al investigado, dejando entrever la 

pérdida del beneficio a la persona que no conoce la norma. Por otro lado, el Código de 

Procedimiento Penal (CPP) establece en la justicia ordinaria la obligación de informar 

sobre este beneficio en las diferentes etapas procesales al sujeto indiciado, tanto así que, 

informa sobre una rebaja del 12.5% si es aprehendido en flagrancia o hasta un 50% si no 

es encontrado en situación de flagrancia. 

 

El escenario jurisdiccional ordinario ostenta implicaciones punitivas favorables al 

sujeto inmerso en la controversia penal en la medida que, exprese su adhesión típica de 

manera autónoma, discrecional, sensato y cumplidamente aconsejado por un abogado. 

De esta manera, permite el acceso a una discriminación punitiva en la sanción a imponer 
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como ya se explicó, constituyendo un derecho para las personas que se adhieren a la 

adecuación tipificada en la diligencia de imputación delictual, además, debe 

obligatoriamente ponerse en conocimiento del ente acusador e investigador sobre la 

aceptación voluntaria y su previo discernimiento de las garantías procesales.  

 

En igual sentido sucede en la justicia penal militar (JPM), se es beneficiario gracias 

a este derecho siempre y cuando sea expresado en la diligencia de indagatoria por el 

instructor, empero hoy se presenta que el investigado no conoce este derecho, dado que, 

el juez de instrucción penal militar no está obligado a informar este beneficio, quedando 

el discernimiento del beneficio en manos de particulares, esto es, abogado defensor, 

investigado o agente del ministerio público. Más aún, se agrava la situación del sujeto 

cuando no conoce la rebaja ni el momento procesal de su aplicación, dando como 

resultado la perdida de conseguir una segregación porcentual punitiva de la mitad de la 

sanción a imputar. 

 

Ahor bien, el CPP evoca una etapa preliminar de indagación e investigación donde 

se surten las denominadas audiencias preliminares en cabeza del operador legal con 

labor garantista y una etapa de juicio, encargada del desarrollo de la AFA, diligencia 

preparatoria y juicio verbal a través de un operador jurídico con función de conocimiento. 

De ahí que, la audiencia preliminar de formulación de imputación numeral 288-3 del CPP 

provee la posibilidad de adherirse a la imputación a fin de conseguir una rebaja punitiva 

por parte del investigado. En sentido contrario, la ejecución de la jurisdicción punitiva 

militar prevé la adhesión a cargos numeral 97 de la Ley 1765 de 2015 sin la obligatoriedad 

por parte del operador jurídico de instrucción de informar al procesado una discriminación 

numérica en la sanción a aplicar. 

 

Indiscutiblemente el artículo que prevé la aceptación de tipos en el entramado 

jurídico militar precisa que la rebaja punitiva a la cual tiene derecho el sindicado de 

aceptar en el escenario de indagatoria los cargos imputados por la autoridad de 

instrucción. No obstante, este artículo no le atribuye al juzgado de instrucción el deber de 

informar al sujeto en la audiencia la discriminación numérica en el castigo debido a la 
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adhesión de cargos. De acuerdo con la redacción del artículo, solo impone la obligación 

de aclarar al investigado que, en el evento de aceptar los cargos, esta debe ser libre, 

voluntaria y espontánea, dejando aquella posibilidad a un tercero que conozca la 

funcionalidad y garantías del sistema de enjuiciamiento, conllevando a la transgresión del 

precepto rector del correcto procedimiento, ya que, no se estaría observando a plenitud 

las variaciones intrínsecas de cada procedimiento y los valores normativos estipulados 

del entramado punitivo. 

 

De esta manera, el Procedimiento Especial en el Código Penal Militar ”Ley 1058 

de 2006”, el coetáneo libro punitivo marcial y la restructuración de la justicia punitiva 

militar y policiva, implican consideraciones normativas en el sistema punitivo militar, ya 

que, al analizar el contenido del artículo 288 “allanamiento a cargos” del CPP, donde 

incita al ente indagatorio y acusador a indicar al imputado este beneficio en el evento de 

adherirse a tipos jurídicos en la diligencia de atribución. De lo dicho ut supra, el trabajo 

de investigación plantea un interrogante conductor que consiste en preguntarse ¿Existe 

razón sustancial y jurídica para las garantías procesales frente al allanamiento a cargos 

contenido en el artículo 97 de la Ley 1765? 

 

El horizonte del articulo estriba sobre el análisis sobre la vulneración del debido 

proceso que se presenta en el allanamiento a cargos estipulado en el numeral 97 de la 

ley 1765 del año dos mil quince “Justicia Penal Militar”. Así mismo, (i) determinar los 

postulados de las altas corporaciones frente a la vulneración del correcto procedimiento 

y los remanentes valores constitucionales relacionados con la justicia premial de los 

sindicados en la Justicia Penal Militar y Policial, (ii) puntualizar las consideraciones 

legales que se hallan entre la Ley 906 de 2004 y la Ley 1765 de 2015, (iii) identificar la 

vulneración al debido proceso y de derechos fundamentales con relación al allanamiento 

a cargos de los sindicados marciales de la colectividad pública durante el periodo 2015–

2018, a partir de casos presentados en los departamentos de Tolima, Huila, Caquetá y 

Risaralda y las implicaciones de éstos para el Estado y, (iv) presentar una propuesta 

donde se unifique el procedimiento a seguir para la aceptación de cargos en los casos 

de juzgamiento en entramado jurídico marcial y policivo. 
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Con base en este problema, el trabajo se estructura de la siguiente manera: (i) 

fundamentos conceptuales de las negociaciones y preacuerdos en Colombia; (ii) 

descripción jurídica las negociaciones y; (iii) síntesis de las negociaciones y preacuerdos 

en el marco del derecho procesal penal. En consecuencia, se llegará a conclusiones 

concretas, debido a la ejecución de un modelo teórico minucioso, permitiendo de esta 

manera reafirmar los discernimientos al final del artículo, como resultado de una 

indagación íntegra, ética y responsable. 

 

Metodología 
 

Este documento es conducido bajo el método deductivo, dado que, parte de 

información estándar en aras de llegar síntesis particular. Desde esta óptica, al utilizar la 

metodología arriba relacionada, las expresiones que permean los diversos contenidos 

temáticos son los siguientes: definir, individualizar y esquematizar. Permitiendo que, las 

diversas fuentes documentales físicas y digitales, la dogmática legal local y externa, los 

fallos jurisprudenciales, los datos doctrinales tanto nacionales como internacionales y las 

diversas nociones que sea aduzcan, así, por ejemplo: allanamiento a cargos, formulación 

de imputación, debido proceso, rebaja punitiva y los demás, sean objeto de examinación 

a partir del enfoque teórico de la “la diferenciación”1, de tal forma que, alcance la “des-

diferenciar” en el entramado jurídico ordinario y militar. 

 

Así mismo, la investigación evoca una arista descriptica, dado que, se remite a la 

exposición de: conceptos, características, circunstancias y procedimientos sobre el 

allanamiento a cargos y su desconfiguración del engranaje jurídico marcial, conllevando 

a la vulneración de los imperativos constitucionales que direcciona el sistema jurídico 

punitivo en Colombia. En este sentido, el enfoque cualitativo brinda una profundización 

sobre los diversos segmentos legales, teóricos y dogmáticos que impregna la no 

                                                             
1 El sociólogo alemán Niklas Luhmann ha elaborado un marco teórico que describe la sociedad moderna 
como un sistema, que se instituye mediante comunicaciones diferenciándose en subsistemas funcionales 
cerrados mediante códigos especializados, así, por ejemplo: política, economía, religión, arte o jurídica. 
Por lo tanto, la noción integral del derecho se ciñe a las variables comunicativas que desarrollan su 
incorporación dialéctica. 
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obligatoriedad por parte del operador jurídico de instrucción de no informas las rebajas 

penales al adherirse a cargos. 

 

De tal forma que, desenvuelve con una mayor claridad el tema “rebajas punitivas 

por aceptación de cargos en Colombia: un análisis diferenciador entre justicia ordinaria y 

justicia penal militar”, significa que, proporciona un esquema conceptual y metodológico 

estricto, dado que, la recolección de datos y la exigencia cognoscitiva son instrumentos 

que brindan el aprovechamiento de aptitudes, destrezas y habilidades, en aras de un 

mejor discernimiento y síntesis del objeto de investigación. 

 

A. Fundamentos conceptuales de las negociaciones en Colombia 

 

El estudio del engranaje judicial marcial y la aplicación de esta ha llevado a analizar 

diversas corrientes, enfoques y disertaciones sobre la diligencia de marcos jurídicos que 

han sido decretados para el sistema de enjuiciamiento militar y policial que acoge la 

mayoría de los sujetos de derecho que hacen parte de la potencia policiva y marcial. 

Precisamente, hay un gran número de estudios acerca del proceso punitivo y del derecho 

comparado en cuanto a su ejecución jurídica en diversos países, también se hallan 

investigaciones sobre los encuentros y desencuentros entre el derecho sustantivo penal 

y derecho adjetivo punitivo, que se aplican en el sistema ordinario judicial al seno de la 

colectividad civilizada y el sistema jurisdiccional especial militar aplicado a integrantes de 

la fuerza pública. En consecuencia, se puntualizan algunos estudios que se hallan acerca 

de la vulneración de los valores jurídicos humanos dentro del proceso de juzgamiento (A. 

Z., & Campo, 2019, págs. 329-347). 

 

En lo que tiene que ver con las negociaciones y preacuerdos en el órgano 

jurisdiccional, se observa que esta figura legal en el derecho procesal penal ordinario 

tiene como una de las finalidades CPP numeral 248 la descarga laboral en la rama 

judicial, constituyéndola como una prerrogativa, que auxilia la administración de justicia 

y al imputado o acusado. Esta herramienta jurídica permite la reparación, ya que, 

compensar el deterioro en un lapso mínimo viable segrega la decadencia del aparato 
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jurisdiccional, además se percibe como una figura altamente utilizada para culminar los 

procesos de manera atemporal (ampbell, 2007, págs. 256-272).  

 

Así mismo, su filosofía se predica de la humanización del sistema de 

enjuiciamiento penal y la pena, la obtención del imperativo de “justicia” de manera rápido 

y correcta, agilizar la solución de conflictos del seno de la colectividad humana que 

genera conductas punibles y conseguir la intervención del imputado en la definición del 

asunto sometido a juicio, el ente de investigación y acusación denominado y el acusado 

podrán alcanzar un preacuerdo que conlleve a la finalización del instrumento adjetivo 

punitivo, siempre y cuando se ciñan a las pautas del ente acusador e investigativo y los 

parámetros legislativos criminales en aras de fidelizar la dirección de orden legal e impedir 

su discusión (Arrieta, 2015, págs. 45-63). 

 

Ahora bien, el valor rectos a la protección legal que se instituye en la Carta Política 

de Colombia como un derecho fundamental, el cual demanda un engranaje judicial, 

materialización, el desarrollo práctico de las personas sometidas al sistema adjetivo penal 

al momento de defender sus intereses, desplegando un conjunto de valores legales 

fundamentales que se hallan en el entramado legal criminal, haciendo posible la 

complacencia de los valores humanos, así como el acatamiento de los compromisos por 

parte de la colectividad. De igual manera, la Justicia Penal Militar enfatiza la accesión de 

sujetos de derecho marcial o policial a una protección material y técnica, siempre que el 

sujeto este en aptitud de investigado sobre la jerarquía funcional judicial marcial 

(Chaparro, 2010, págs. 72-76).  

 

En ese sentido, el valor jurídico de protección “como se indicó” está previsto en la 

Carta Magna y las demás leyes. Sin embargo, esta garantía no va más allá de los 

formalismos legales toda vez que, los individuos que ostentan la calidad de imputados 

son zagales que suministran una prestación al aparato estatal y que, dada su situación 

sociológica, capital, política, formativa e incluso personal, no se representan las 

discrepancias legales que conlleva el sometimiento al procedimiento penal. Esta situación 

conlleva en la mayoría escenarios procesales, el desconocimiento de las garantías 
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fundamentales que tienen los individuos de la fuerza pública, así, por ejemplo: el acceso 

a una defensa material eficiente y técnica suministrada por el Estado cuando no tiene un 

abogado defensor de confianza (Vladila, 2011, págs. 252-254).  

 

Acorde con la CC en Sentencia T-018 de 2017 el valor jurídico a la defensa 

vislumbra el derecho a ser instruido de la apertura, ejecución y terminación del sistema 

de enjuiciamiento oral acusatorio, además ser informado de los sucesos relevantes del 

procedimiento penal que posean incidencia en la configuración de la materialidad y 

tipicidad de la responsabilidad punitiva. De esta manera, este derecho se consolida como 

factor indispensable en todas las clases de actuación penal en los cuales comprometa la 

caución de valores jurídicos del sujeto de derecho, más aún cuando la autoridad tiene la 

ocupación de acechar por la garantía y goce de los imperativos y libertades del sujeto de 

derecho. 

 

Así como lo ha señalado la jurisprudencia y las leyes para el seno de la colectividad 

civil, es importante señalar que, si bien a la fuerza pública les corresponde la obligación  

constitucional de ser emplazados a reconocer su inobservancia de las mismas o por la 

ejecución de conductas que revisten la característica de delito por el entramado jurídico 

militar, no puede desconocérsele la igualdad legal que ostentan frente a la acción que se 

le imputan al país para asegurar la protección legal a los sujetos de derecho que se 

encuentran inmersos en un proceso ante la jurisdicción penal militar (Barbero, 1971, 

págs. 347-356). 

 

No obstante, cuando se trata de presta caución sobre la defensa normativa de los 

individuos que componen el pie de potencia pública se exhibe la vulnerabilidad del mismo 

imperativo, al admitir que el desarrollo de la protección legal ostente las instrucciones que 

sólo son adquiridos a partir de la experiencia militar y policial. Ahora bien, para subsanar 

esta debilidad el organización protectora técnica especifica de los individuos de la 

potencia marcial u policiva numeral 16 de la Ley1698 del año dos mil trece precisa que, 

en el ejercicio de amparo en cabeza del individuo uniformado en actividad del servicio 

pruebe título de abogado cumplidamente este suscrito para el ejercicio profesional, 
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logrará ejercer su carrera, cuando con ocasión a su puesto o trabajo se le establezcan 

ocupaciones afines a la tutela jurídica de los intereses estatales, esto es, Ministerio de 

protección colombiano (Mindefensa), ante la concerniente jurisdicción, según el caso 

(Ferrajoli L. , 1986, págs. 38-42). 

 

Sin embargo, se observa la deficiencia frente a la protección jurídica del 

conglomerado marcial, dado que cita la protección del aparato estatal, más no de los 

sujetos de derecho militares y de policía que se encuentran con procesos ante la justicia 

penal militar. Desde esta perspectiva la CC en Sentencia C-756 de 2013, considero que 

la ley estaturita permitirá el desenvolvimiento de las garantías de emancipación y rectitud 

del engranaje legal jurisdiccional marcial y que mediante ley ordinaria se reglamentará 

un esquema y método de carrera adecuado y autónomo del mando institucional. Así 

mismo, creo un fondo cuyo objeto es financiar la estructura enjuiciadora marcial. 

 

En ese sentido, el individuo zambullido en la controversia jurisdiccional se le 

admite la ejecución defensiva técnica provista del entrando punitivo , empero los 

individuos que integran el segmento marcial y cuerpo policivo, subsiste un escenario 

peculiar, existe una situación especial, es decir, el desarrollo del imperativo defensivo 

legal en medio del acatamiento de sus funciones, premisa que supone la dificultad de 

admisión en la tutela material del suceso especifico, se busca la acción de ésta no sólo 

desde el campo subjetivo, sino a partir de la búsqueda de acercamientos razonables, 

lógicos y legales que permitan fortalecer la defensa técnica judicial2, donde se incluya la 

experiencia y el despliegue ejecutado de la tutela legal con discernimiento característico 

en la función del cuerpo marcial y policivo , acorde con lo establecido en la legislación 

colombiana (Baratta, 2004, págs. 317-318). 

 

La filosofía del Fondo de Defensa Técnica el servicio se instituye en garantizar a 

los funcionarios de la organización policiva y marcial a quienes lo soliciten el principio 

rector de defensa, su apropiada representación en el escenario disciplinario y en una 

situación judicial punitiva ordinaria y específica de orden local, supranacional y de los 

                                                             
2 Véase (Bonilla, 1980). 
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demás países por excepción, permitiendo la admisión práctica a la rama judicial. Mas 

aún, se indica que no es competencia de la fuerza pública y defensa nacional, ya que, no 

versa sobre los lineamientos de la función en cabeza del aparato estatal, como tampoco 

la conceptualización de normas sobre la ordenación y trabajo de la policia y fuerzas 

militares. Más bien se trata del establecimiento de lineamientos inclinadas hacer más fácil 

la asistencia por parte de la abstracción jurídica estatal mediante la representación 

profesional de individuos del pie de fuerza policial y marcial en asuntos intransigentes y 

punitivos llevados frente a estos (Beiras, 2005, págs. 313-323). 

 

En ese sentido, se inclina en mayor medida a fortificar el escenario en que se 

encuentra inmersa la fuerza pública, que permita garantizar de una manera material, ágil 

y efectiva el ejercicio de la defensa, dado que, principio rector que debe ser tutelado por 

la salvaguardia del ente estatal y del colectivo marcial y policial en situaciones que a 

razón del desarrollo de la obligación rectora magna es indispensable la ejecución del 

cuerpo marcial por parte de funcionarios que personifican el interés de la nación, 

instituyéndolos sin duda los sujetos de derecho del entramado policivo y marcial 

(Perdomo, 2012, págs. 86-88).  

 

El examen entra la perspectiva de la justicia ordinaria y la jurisdicción especial 

punitiva militar, exhibe el progreso lícito que ha asumido el engranaje punitivo marcial a 

lo largo de todos estos años, al igual que los elementos y fundamentos, que se instituyen 

en la Constitución Política, aclarando que la singularidad de esta jurisdicción especial 

reside en que la vulneración de valores legales protegidos, demandan la apariencia de 

individuo especial que recae en la conducta “servidor público”, significa que, son todos 

aquellos colaboradores de la fuerza pública. Por otro lado, los parámetros 

constitucionales prevén determinados tipos punitivos especiales, dado que, su tutela legal 

es manifestada al instaurar una garantía de un contexto extraordinario llamado fuero 

(Arteaga, 2003, págs. 255-266).  

 

Desde esa misma óptica, el derecho penal miliar ostenta unos parámetros legales 

especializados que tienen por objeto la protección de bienes jurídicos tutelados, también 
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denominados “derechos que ostentan los sujetos de derecho”, en función del adecuado 

ejercicio de la disciplina militar y el enjuiciamiento de la fuerza pública o de las personas 

que desempeñen ocupaciones congénitas a los mismos estatutos y jerarquías, a través 

de la tipificación de narraciones propias y el instituto tanto  del órgano judicial 

especializado como de procesos y protocolos enjuiciadores característicos (Echandía, 

1998, pág. 4). 

 

Lo cual marca la no semejanza entre la rama judicial ordinaria y la organización 

jurisdiccional marcial que tiene sus orígenes en las reglas rectoras, la legislación 

colombiana y las providencias emanadas de la rama judicial, dado que, en ellas se 

estructura como un despacho especial, cuya base se predica del escenario punitivo 

marcial, marcando la categoría de salvaguardar valores legales de la colectividad marcial 

púbica y sus colaboradores. De tal forma que, se impida algún suceso de anormalidades 

en el acatamiento de la ocupación que el aparato estatal les ha delegado a través de la 

exigencia de lineamientos en las labores de la colectividad policiva o marcial, en aras de 

corroborar la coexistencia del entramado jurídico y la conservación misma del país, así 

mismo, los sujetos que hacen parte de las fuerzas, de cara al amparo de sus derechos 

cuando sean juzgados3. 

 

Al centrar las indagaciones en la construcción de las líneas jurisprudenciales 

derivadas de la CC y CSJ frente a la inseguridad que existe en Colombia sobre los 

alcances del escenario marcial punitivo, la evolución que éste ha poseído y su aplicación 

sobre el documento estatal que auxilio el engranaje enjuiciable marcial en el año dos mil 

seis, cuya aplicación iría en contravía de principios constitucionales, para ser más 

específicos, recayó sobre: el valor rector del correcto procedimiento, el operador jurídico 

natural, la tutela preexistente para el enjuiciamiento por parte del sistema procesal 

marcial para los colaboradores de la misma (Bulos, 2009, págs. 298-301).  

 

Un análisis preliminar exhibe una descripción del enjuiciamiento punitivo marcial 

frente a la óptica de la CIDH, donde señala que esta Corte ha presentado críticas y 

                                                             
3 Véase (Diamint, 2008) 
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condenas por la vulneración a los valores jurídicos de la humanidad con cauciones y 

protecciones judiciales, cuando el proceso es tramitado el aparato enjuiciador marcial 

penal. De igual manera, describen las condenas del Estado colombiano debido a la 

obligación que este ostenta, dado que, su función es sancionar y optar los imperativos 

indispensables para proteger la colectividad no calificada, cuando se presentan casos de 

violación a los derechos humanos (Menke, 2007, págs. 170-179).  

 

Así mismo, la examinación de los imperativos fundamentales, la organización del 

sistema de enjuiciamiento marcial y el procedimiento en el coetáneo código marcial, 

describen de una manera amplia el camino que ha tenido sobre el desarrollo del 

engranaje punitivo marcial hasta el año 2001. Indispensablemente es un aspecto de 

interés para el estudio que se realiza el referente al amparo pericial, donde aclara que 

éste es registrado por el órgano legislativo para la colectividad de individuos y la función 

de defensa de la persona investigada no concibe que se adelante por individuos que no 

contemplen una legitimación científica y técnica del abogado. Así mismo, para la alta 

corporación, la calidad de militar en activo servicio no se encuentra compatibilizada con 

el concepto de defensa técnica, ya que, la correspondencia escalonada puede dominar 

la independencia y aptitud de discernimiento fundamentales para la ejecución de una 

protección concreta (Schultze-Kraft, 2012, págs. 414-415). 

 

En igual sentido, se hace claridad sobre los delitos que estipula el sistema juzgador 

marcial y que han concluidos como armónicos o inexequibles por la CC. En efecto, se 

definen los comportamientos delictivos conexos con la labor como conductas ejecutadas 

por los colaboradores de la policía y cuerpo marcial que se derivan del desarrollo de la 

ocupación policial y militar que se concibe como propia de ellos, así, por ejemplo: actos 

criminales de rebeldía, la indisciplina, las agresiones e intimidaciones a directores e 

inferiores, la dejadez del caudillaje y del sitio, el desarrollo discrecional y el temor, etc. 

Sucesos delictivos que sólo logran ser realizados por colaboradores del colectivo policivo 

y marcial, también se cuentan los crímenes derivados del servicio, como, por ejemplo: el 

del centinela o la deserción (Hincapié, 2016, págs. 64-67).  
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Es de enfatizar el análisis en los imperativos normativos del juzgamiento 

acusatorio instituido en la Constitución Política y su aplicación en el proceso de 

juzgamiento, aunque en el mismo numeral estipula que los comportamientos criminales 

por los colaboradores den entramado marcial en labor activa  y en correspondencia con 

igual tarea no pueden ser inquiridos por el ente acusador e investigador, sino que serán 

distinguidos por la corporación militar u operadores legales marciales, garantizando el 

derecho a la honra como lo precisa el numeral 22 de la Carta Política y observando las 

estipulaciones del entramado punitivo marcial. 

  

La presunción de inocencia4 se enmarca en el debido proceso, este principio tiene 

como finalidad tratar al sujeto sindicado de un presunto delito como “inocente” desde 

principio a fin en el procedimiento penal. Sin embargo, es a través de las diferentes etapas 

procesales que se desvirtúa esta presunción mediante pruebas allegadas que 

demuestren lo contrario, conllevando a un pronunciamiento judicial condenatorio material 

y formal (Stuckenberg, 2012, pág. 251). 

 

Ahora bien, la identidad del juzgador es diamantino en el sistema adjetivo penal 

militar, los operadores jurídicos son funcionarios judiciales nombrados por acto 

administrativo cuya actuación depende de la competencia que ostente, así mismo, los 

jueces de instancia no participan en fase de investigación. 

 

El principio de concentración como se denomina en el sistema judicial ordinario se 

entiende como aquella que agota la mayoría de las actuaciones probatorias en una sola 

audiencia, sin embargo, no es considerada como principio normativo dentro del 

juzgamiento punitivo marcial, ya que, no se pide que el acervo probatorio que ostenta el 

juez en la etapa de investigación sean presentadas ante el Fiscal Penal Militar para que 

se consideren parte integral del proceso (Esparza Leibar, 1995, págs. 74-76). 

 

                                                             
4 Ley 1407 de 2010. Por la cual se expide el Código Penal Militar. 17 de agosto. Diario Oficial No. 47.804. 
Artículo 178.  
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Por otro lado, el principio de oralidad proporciona agilidad y economiza tiempo, 

dado que, la estructura del proceso penal funciona gracias a la dialéctica de las partes e 

intervinientes dejando de lado la idea de actuar y comunicarse mediante la escritura. 

Además, este sistema oral entro en vigor gracias al tratado con la OCDE, permitiendo 

agilizar y cumplir con el imperativo de “justicia” (Álvarez, 1996, pág. 1).  

 

Así mismo, la celeridad como principio normativo en los procesos de investigación 

y juzgamiento traza un tiempo para cada una de las etapas que subsisten en el proceso 

punitivo militar (Parra Quijano, 2006, págs. 645-646).  

 

El principio de inmediación es de dudosa aplicación en la ejecución del entramado 

marcial enjuiciador, ya que, el operador legal marcial que direcciona personalmente las 

actuaciones procesales, la práctica de medios en diligencia de indagación y la etapa de 

juicio. No obstante, no es exigible en ningún escenario que los medios judiciales 

recolectados al inicio de la audiencia deben ser allegados de nuevo al juzgador, dado 

que, se da credibilidad a las pruebas recogidas por el instructor y gozan de la presunción 

de legalidad. 

 

De igual manera, el principio de publicidad exhíbela la posibilidad de que las 

actuaciones procesales sean observados y conocidos por el seno de la colectividad 

humana, así estos no revistan la calidad de partes o intervinientes. Este imperativo se ha 

acogido por la mayoría de las leyes procesales coetáneas y reconoce su esencia en la 

armonía de convenir con el dictamen pública un medio de fiscalizar la conducta de 

magistrados y litigantes (de Vega García, 1985, págs. 48-50).  

 

El negocio punitivo de oportunidad sobre el marco adjetivo punitivo militar, no 

operada, debido a que los funcionarios judiciales, acorde con el número 230 del 

imperativo superior y el CPP evoca lo mismo. Los operadores jurídicos en sus fallos sólo 

están supeditados a los imperativos de la Carta Política, la legislación y la línea 

jurisprudencial. Empero, la imparcialidad, los imperativos rectores del derecho y la 

dogmática jurídica son discernimientos complementarios de la labor jurisdiccional, dando 
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como resultado que el juez y la Fiscal Penal Militar no puedan tomar en cuenta 

consideraciones políticas de conveniencia5.  

 

Los autores trabajan con suficiencia los aspectos que encierra el engranaje 

enjuiciador establecido en el entramado punitivo marcial desde el fundamento 

constitucional. Es así como los funcionarios jurisdiccionales intervinientes en el proceso, 

debido a sus funciones, los imperativos de carrera para los colaboradores del despacho 

punitivo marcial, los requisitos, las funciones de cada cargo, entre otros. De igual manera, 

explican el procedimiento punitivo marcial, que, en oposición de un procedimiento 

punitivo ordinario, se desarrolla en tres escenarios: de indagación, en cabeza del 

operador legal de instrucción punitiva marcial; la segunda, de individualización del 

procedimiento; y de juzgamiento, a cargo del juzgador primario jerárquico, quienes son 

consagrados como funcionarios jurisdiccionales autónomos e independientes del 

respectivo comandante de la unidad militar. 

 

Es importante precisar que es al juez de instrucción a quien le corresponde 

adelantar la etapa de investigación: recibir la noticia criminal; definir la situación jurídica; 

luego de haberle recibido al imputado en indagatoria para resolver la situación provisional 

en dos aristas: imponiendo medida restrictiva locomotora del sujeto o inhibiéndose a 

emitir ese fallo. Desarrollada la indagación, o subyugado la estipulación temporal de 

instrucción, el operador legal de instrucción marcial allega procedimiento al ente acusador 

punitivo militar. Por otro lado, la etapa de calificación le compete al ente acusador marcial 

quien recibe el proceso, lo estudia, dictamina la probidad de esta, si no hubiere medios 

judiciales diferidos o practicadas en el momento, culmina la indagación a través de 

providencia de sustentación que en ella de predica recurso horizontal. 

 

El juicio es realizado por la corporación militar, instituida por el operador de primera 

jerarquía, quien la preside y un ayudante. Las diligencias son publicar a lo largo del 

proceso y son verbales en el juicio, lo cual hace que el procedimiento punitivo marcial, al 

igual que la rama punitiva ordinaria, se atienda que la defensa tiene rango constitucional 

                                                             
5 Véase para una mayor comprensión el siguiente texto (Uprimny, 2006) 
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y es considerado como un derecho fundamental, por tanto, debe contarse desde el primer 

momento, es decir, desde que inicia la acción penal, por lo cual todo imputado debe ser 

auxiliado por su abogado en todos los escenarios del proceso. En caso de no tener uno, 

será nombrado de oficio. 

 

Ahora bien, hay una formalidad al momento que hay declaración inicial en la 

corporación marcial, los sujetos inmersos delegan a sus abogados, son por lo general los 

mismo que han asistido durante el segmento de instrucción y al momento que cierto 

sujeto de derecho no cuente con un abogado, se le asignará uno automáticamente para 

que lo auxilie hasta la culminación del procedimiento punitivo.  

 

Los estudios revisados muestran la manera como la Justicia Penal Militar ha sido 

estudiada en el caso colombiano puesto en observancia los imperativos rectores, el 

marco normativo y la línea jurisprudencial, los cuales dan el aval de ésta como un sistema 

de jurisdicción especial, que se encuentra revestido de poder para representar y defender 

el país. Sin embargo, quienes hacen parte de este segmento procesal, les son vulnerados 

sus derechos por la misma connotación constitucional, así, por ejemplo: el imperativo 

jurídico de protección ejercido ante la justicia premial (Cuéllar, 2013, págs. 177-180).  

 

Precisamente, la justicia premial hace referencia a la idea de hacer uso de las 

recompensas y sanciones con diferentes objetivos, entre los cuales se encuentra la 

estimulación de confesión, acusación y terminación atemporal del sistema adjetivo 

punitivo. De esta manera, el aparato jurisdiccional considera que es posible mediante 

estas prácticas, se alcance una negociación que brinde economizarse el desgaste del 

aparato judicial y la fabricación de un convenio que resuelva la responsabilidad penal del 

sujeto agente sometido al sistema adjetivo (Manco López, 2012, págs. 199-204).  

 

Una vez encuadrada una de las aristas de la justicia denominada “justicia premial”, 

cuya verdad y justicia en el sistema de enjuiciamiento penal oral acusatorio, exhibe una 

serie de segmentos, para ser más precisos, el concepto de verdad y el problema de las 

diversas manifestaciones de estas, como, por ejemplo: la verdad como correspondencia, 
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la verdad objetiva, la verdad como consenso, la verdad subjetiva, la verdad absoluta, etc., 

las cuales son comprendidas en diversas nociones, diversos enfoques, similitudes, 

aspiraciones de integralidad como de parcialidad, grados, antecedentes, contradicciones, 

lenguajes, poderes, normas y hechos que para el caso colombiano se relaciona con un 

“premio” dado a quien confiesa o se acoge a los cargos de forma anticipada o un “castigo” 

cuando se llega hasta el final de proceso y es condenado (Mir Puig, 1991, págs. 209-

214).  

 

La utilidad de la justicia premial en Colombia se convirtió en una herramienta de 

economía procesal, que ayuda a la descongestión y la disminución de costos, además 

de mejorar el índice de condenas, por lo cual terminó incluyéndose en las normas y 

termino aplicándose a la colectividad de conductas delictivas mínimas que abarrotaban 

el sistema adjetivo punitivo y de manera genérica a toda la clientela del derecho procesal 

penal, que inicio con la simple rebaja de pena por la acusación o confesión. Tanto así, 

que se conocía como “sentencia anticipada” debido a la aceptación de cargos, pero hoy 

es conocida esta figura alternativa como preacuerdo y negocio punitivo de oportunidad 

establecida por el CPP (Riveros-Barragán, 2008, págs. 189-191). 

 

En efecto, La búsqueda de alternativas que hagan posible la dinamización y 

optimización  del sistema jurídico en Colombia, que se oriente hacia el escenario del 

entramado judicial estándar y los despachos punitivos marciales, esta sobre un recuadro 

estándar, por lo tanto, se hace necesario el estudio escrupuloso de las misma, allanando 

las diversas posibilidades a partir de las cuales no se vulneren los imperativos jurídicos 

estipulados en tratados y convenciones foráneos, la Constitución Política y las leyes que 

permiten su cabal aplicación. 

 

B. Fundamentos conceptuales de la negociaciones y preacuerdos en 
Colombia 

 

Acerca del derecho al debido proceso, este proviene de la estipulación 39 de la 

Carta Magna, también conocida como "Magna Carta Libertatum". Este documento fue 

sancionado en Inglaterra en la localidad de Londres a los 15 días del mes de junio del 
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1215 a través del rey primero de Gran Bretaña, así mismo, fue instituido en Estados 

Unidos a partir de la Declaración de Virginia del año mil setecientos setenta y siete y la 

declaración humana en Francia en el año mil setecientos setenta y nueve, entre otros. 

Permitiendo que el desarrollo y extensión del juicio criminal ostentará una particularidad, 

es decir, toda persona del seno de la colectividad humana tiene derecho a ser 

frecuentado y asesorado por un profesional defensor, así como a conocer la causa por 

los cuales se le investiga, presentar pruebas y controvertir estas en contrario, solicitar 

pruebas para demostrar su inocencia, un juicio ágil gracias a un juez imparcial, no 

presentar pruebas contra sí mismo y no ser privado de la independencia, siempre y 

cuando no sea considerado como un riesgo para los sujetos derecho (Campbell, 2007, 

págs. 355-360).  

 

El desarrollo normativo internacional ha tratado el correcto procedimiento como un 

valor jurídico constitucional que tiene todo individuo, así, por ejemplo: la DUDH frente a 

la defensa en su artículo 11 precisa que, la persona investigada por la presunta ejecución 

de comportamientos criminales punible posee el valor jurídico de vanidad hasta que no 

se demuestre lo contrario, de acuerdo a las leyes vigentes y mediante procedimiento 

público en el que se haya imponiendo caución a los imperativos rectores esenciales para 

su protección. Así mismo, la CADH en el numeral 8 las cauciones jurisdiccionales para 

todos los individuos que se les atribuye la responsabilidad de un delito, previendo estas 

para los ciudadanos frente al aparato estatal que actúa como agente fiscal y como tal, le 

corresponde el deber de indagar sobre comportamientos que lesionen las relaciones de 

los asociados. 

 

Es deber del Estado incorporar normas dentro del derecho interno donde las 

garantías establecidas en la declaración internacional y la convención sean acatadas por 

los órganos judiciales que componen cada Estado parte y se garanticen, prevean y 

promocionen las prerrogativas de los sujetos de derecho. Esta obligación supranacional 

está contemplada el abonado 21 de la convención de 1969, cuyo objeto es apadrinar, 

con acomodo a las disposiciones procesales rectores y las normas de este convenio, los 

parámetros legislativos o de un fragmento similar sean esenciales para hacer efectivos 
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las libertades y derechos. Cosa que no es imposible, ya que, el numeral 93 del imperativo 

rector permite que los convenios y tratados supranacionales avalados por el órgano 

legislativo que dan crédito a valores fundamentales y que impide su limitación en los 

sucesos excepcionales, predominan en el entramado jurídico (Favoreu, 1990, págs. 50-

52). 

 

Al examinan el principio del debido proceso, este guarda analogía al imperativo 

general de orden, ya que, se concibe como la agrupación de disposiciones aptas para la 

ejecución de la ocupación jurisdiccional del Estado, esto conlleva al requerimiento de la 

eficacia, suficiencia y la existencia de una estructura judicial y procesal capaz de 

garantizar el imperativo de “justicia”, como resultado un monopolio de poder ocupado por 

el aparato estatal (Rawls, 2012, pág. 410). 

 

El aparato jurisdiccional ostenta un carácter exclusivo e igualitario, ya que, el 

primer término se refiere al ejercicio de esta función solamente por parte de los tribunales 

dependientes del poder judicial, precisa que no puede haber elementos, hechos inmunes, 

no justiciables o los llamados actos de gobierno, entre los cuales hay diversos atributos 

adicionales, entre los cuales poseemos principios generales de una justicia pronta y 

cumplida y la igualdad legal. Fundamento en el cual se afincan los procesos en la Justicia 

Penal Militar, por lo cual debe cumplirse este postulado frente derecho general de la 

justicia, donde no se trata de exonerar a quien ha cometido un acto punible, sino de 

juzgarlo con rigor, pero respetando los derechos del imputado6 (Pérez Correa, 2013, 

págs. 296-300).  

 

El segundo término se refiere al valor jurídico de igualdad, pero no parece permitir 

ninguna posible distinción, aunque aplicado a la realidad son admitidas ciertas 

particularidades para segmentos poblacionales que se encuentran circunstancias de 

discriminación, de acuerdo con la máxima de equivalencia para los sujetos iguales y 

desiguales para los desiguales. Fundamento factico importante de prever en el segmento 

punitivo marcial juzgador y los actores que son juzgados por ésta. 

                                                             
6 Véase (Ferrajoli L. &., 1995) 
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Por otro lado, el imperativo de justicia pronta y cumplida comporta tres elementos 

de acuerdo con el Tribunal Interamericano que brindan establecer el discernimiento del 

tiempo sobre el cual ejecuta la etapa: (i) la dificultad del objeto sometido a juicio, (ii) el 

comportamiento activo del sujeto inmerso y (iii) la actitud del entramado jurisdiccional. 

Aspecto de gran importancia, dado que, el dígito de indiciados dentro de un mismo objeto, 

conjunto de crímenes que se indagan, luminosidad del caso y acerbo probatorio. 

Consecuentemente, el proceso adversarial exige un menor tiempo para el juzgamiento, 

la concentración en cuatro audiencias, en donde se hallan funciones y requisitos 

específicos y fallos expeditos, que en ocasiones hace que se violen los derechos de los 

imputados.  

 

Ahora bien, los juzgados pueden ejecutar las intervenciones y velar por la 

regularización del procedimiento, de algún modo ellos esto prestarse para imponer una 

serie de restricciones al valor jurídico de protección o circunscribir las prerrogativas que 

ostentan los individuos e intervinientes. Es así como, este segmento conlleva la 

problemática de establecer de manera objetiva el exceso jurídico en manos del acusado 

en el desarrollo de sus derechos constitucionales y los resultados sobre el retardo por 

aquellos sucesos en el modelo disciplinario. Por otro lado, el derecho de legalidad tiene 

como filosofía en el derecho punitivo, sancionar al sujeto que ha cometido una conducta 

punible, desde luego, garantizando un juzgamiento justo, ya que, este valor jurídico 

comporta la equivalencia jurídica entre el CPP y la Justicia Punitiva Militar7 (Cassagne, 

2016, págs. 117-120).  

 

El entramado jurídico procesal debe ser integral en aras de disciplinar el ejercicio 

judicial y la acción de los sujetos ante ella, de manera que, se trate de minimizar las 

consideraciones jurídicas que ostenta este sistema mediante la reglamentación. De igual 

manera, los requerimientos del instrumento jurídico punitivo han de garantizar en mayor 

medida la validez, al punto que este segmento considere las vulneraciones a la 

preexistencia como una lesión directa y automatizada al correcto procedimiento. Desde 

                                                             
7 Ley 1765 de 2015. Estructura Justicia Penal Militar. 23 de julio. Diario Oficial No. 49.582. Artículo 97. 
Aceptación de cargos. 
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otra óptica, el valor jurídico a la protección junto con el debido proceso, contemplan 

diversos imperativos, esto es, el derecho a la igualdad y equidad procesal cuya 

denominación estándar se entiende como “igualdad en armas”, en la práctica de 

juzgamiento unicidad por la audiencia de imputación, al igual que la debida motivación y 

fundamentación de la resolución procesal que conforme a derecho corresponda (Blanco, 

2012, págs. 78-84).  

 

La CC en Sentencia C-127 de 2011 ha hecho hincapié sobre los valores jurídicos 

a la protección como una de las cauciones procesales señalando que, reprimir la injusticia 

de los sujetos gubernativos e impedir la sanción indebida, a través de la indagación de lo 

verídico con la constante colaboración o representación del individuo que consigue ser 

lesionado por los pronunciamientos jurisprudenciales que se acojan con base en lo 

actuado. En esta medida, ha examinado equivalentemente que el valor imperativo legal 

a la defensa es una caución del correcto proceder aplicada de manera internacional y 

genérica, estableciendo una suposición para la ejecución del entramado jurisdiccional. 

 

El debido proceso es el principio que guarda estrecha relación con los derechos 

humanos. En materia punitiva, esta estrecha relación se refleja en el compromiso de la 

libertad personal del imputado, por ende, donde se vulneran con mayor preeminencia los 

axiomas constitucionales sobre el escenario indagatorio al momento de recolectar las 

pruebas, cuando no se brinda la información pertinente al imputado, cuando se 

obstaculiza la comunicación de éste con el abogado, cuando no se cuenta con un 

abogado que le represente, así la normatividad nacional e internacional lo contemple, 

entre otras (Castilla, 2013, pág. 7). 

 

En materia penal, el entramado jurídico supranacional señala que la defensa no 

sólo debe ser formal, sino también material, esto es, tener derecho a ejecutar las 

disposiciones jurídicas de protección, sin exhibirse a un castigo, ni reproche alguno por 

el desarrollo constitucional que le atañe, así como instituirse el respeto al acusado y a su 

abogado. Frente al primero en virtud de su presunción de ingenuidad hasta no haberse 

castigado mediante fallo material y haga tránsito a cosa juzgada forma y materialmente 
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y el segundo, por ostentar la condición de herramienta jurídica y decorosa al servicio de 

la justicia, indistintamente del sujeto que defienda, tipo de causa o la amenaza de los 

sucesos delictivos que se le imputan. 

 

En ese sentido, este derecho va más allá cuando el imputado se encuentra en 

condiciones de detención preventiva, dado que se deben tener presentes las 

disposiciones contenidas en tratados y convenios internacionales y los demás estatutos. 

Permitiendo la abstención para tomar medidas que busquen alternativas no privativas de 

la libertad como opciones sustitutivas de la detención preventiva, todos ellos deben 

tenerse presentes cuando se trate del juzgamiento de civiles y de individuos que 

conforman la fuerza pública (Cuenca, 2007, págs. 100-110).  

 

En igual sentido, todos los derechos que se encuentran consagrados en los 

diversos postulados jurídicos locales y extranjeros deben ser atendidos por el engranaje 

punitivo marcial juzgador en el proceso de juzgamiento que coliga a los militares y 

policías, ello hace importante que se estudie la aplicación y el cumplimiento de estas. 

Desde esta óptica, la colectividad marcial y policiva del país, los primeros acordes con el 

texto constitucional, ostenta como filosofía, la protección de la nación, la autonomía, la 

preservación del terreno y el orden jurídico, mientras que las segundas, su fin es que 

persista los factores esenciales para el desarrollo de los valores jurídicos y libertades y, 

asegurar para cada habitante del territorio colombiano la vivencia en paz.  

 

Por otra parte, los colaboradores del grupo marcial componen las distintas 

instituciones que efectúan funciones y deberes relacionados con su cargo. Desde esta 

perspectiva, estos deberes se pueden considerar especiales, por un lado, se enmarcan 

dentro de la institucionalidad por cuanto la Fuerza Pública hace parte de la rama ejecutivo 

y, por otro lado, en desarrollo de los mandatos constitucionales adquieren el monopolio 

de la fuerza. Es así como la especialidad de los deberes adquiridos por quienes 

componen la Fuerza Pública en Colombia debe existir una norma que los regule y 

sancione a quienes lo vulneren (Chaparro, J, 2010, pág. 84). 
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Desde esta perspectiva, es fundamental revisar que al hablar del sistema punitivo 

enjuiciador marcial se deba hacer relación al entramado punitivo marcial, el cual enlaza 

la competencia penal como encargada de impartir justicia a los colaboradores del 

esquema militar y policivo. En ese sentido, se constituye por las reglas y principios que 

crean los delitos por infringir las obligaciones del servicio, por lesionar la disciplina militar 

y la insubordinación o inobservancia marcial ante las facultades legítimas del ente estatal 

y otros congénitos a la circunstancia marcial con sanciones de singular inclemencia 

(Perdomo, M, 2012, págs. 87-92). 

 

Así miso, se entiende como un segmento especializado por cuanto sólo es 

aplicado a una colectividad determinada de individuos, es decir, militares en prestación 

activa, en circunstancia de reserva, exclusión en los asuntos que lesionan la disciplina de 

la fuerza pública, ejércitos foráneos al servicio de colaboradores marciales y policivos en 

Colombia, cautivos de conflagración y confidentes y urbanos que constituyen parte de la 

colectividad marcial, a razón de legislación delincuencial. Es por ello, que la abstracción 

jurídica estatal ha estimado necesario someter a la jurisdicción punitiva especializada la 

personas que componen el entramado policivo y marcial en el asunto de ejecutar delitos 

estipulados en el Código Penal Militar (Dueñas, 1990, pág. 144).  

 

Desde esta óptica, es importante aclarar que los imperativos rectores, en el 

numeral 213, precisa que la jurisdicción punitiva marcial no le está permitido en ningún 

caso juzgar civiles, por tanto, su función se enmarca en los colaboradores marciales. Así 

las cosas, la JPM se consagra como una jurisdicción especial cuya razón de ser radica 

por un lado, en las normas de comportamiento específicos que se hallen direccionados 

por colaboradores marciales y por otro lado, es la reducida correlación que existe entre 

las pautas individuales de conducta, el empleo de la coerción y la específica índole de 

comportamiento que le son atribuidos, que encuadran una discrepancia significativa de 

cara a las normas generales y frecuentes determinadas en el orden jurídico ordinario 

(Fajardo, 2004, págs. 175-176).  
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En efecto, el segmento funcional que se debe efectuar accionar la función 

especializada del entramado enjuiciador marcial punitivo, que se encuentra relacionado 

con la íntima característica de una conducta punible cometida evoque correspondencia 

inmediata con la activa labor. Más aún cuando, la línea de providencias de la corporación 

tiene específica particularidad sobre la configuración y aplicación del fuero, precisando 

que, el comportamiento criminal ostente relación lindante con el acatamiento de una 

ocupación legitima, esto es, debe instituirse a partir de la conducta tipificada como 

resultado de la ejecución de una labor esencial de la función, empero si la misma 

diligencia es cumplida de forma deformada o descentrada, el suceso disipará cualquier 

correlación con la labor legitima, revistiendo características  de la tipificación del Código 

Penal cuyo conocimiento le compete jurisdicción ordinaria. 

 

Lesión del debido proceso en la justicia premial militar. 

 

Los postulados de altas cortes frente a la vulneración de derechos en la justicia 

premial sobre los sindicados en el sistema adjetivo punitivo militar, se refiere a las 

proposiciones como aquellos principios que se consolidan como fundamentos, en aras 

de comprender la realidad, la armonización del sistema jurídico con los parámetros 

constitucionales y el aprovechamiento que aquellos implican para la comprensión del 

orden moral. Es así como el valor jurídico de legalidad se encuentra consagra en el 

debido proceso como lo estipula la Constitución política, precisa que las personas 

sometidas al sistema de enjuiciamiento punitivo serán juzgadas conforme a las leyes 

previamente estipulas y vigentes, sobre las presuntas actuaciones delictivas del sujeto 

agente ante juez natural conviene y con cumplimiento de parámetros rectores en los 

procedimientos intrínsecos de casa enjuiciamiento. 

 

Desde ese segmento cognoscitivo, las pautas emitidas por la CC y la CSJ 

Radicado No. 52532 de 2018, 23 de mayo, frente a la vulneración del correcto 

procedimiento y de diversos valores jurídicos constitucionales relacionados con la justicia 

premial de los sindicados en el aparato enjuiciador penal marcial, se consolidan en 

proposiciones de legalidad, como, por ejemplo: (i) la legitimidad de los tipos penales, (ii) 

el agotamiento de la diligencia pertinente, cuya reglamentaciones está definida 



REBAJAS PUNITIVAS POR ACEPTACIÓN DE CARGOS …                                    27 

previamente y (iii) la pena a impones es proporcional a la transgresión, estipulada antes 

de la realización de la conducta, a efectos de que sea posible imponerla a quien resulte 

declarado responsable. 

 

De igual manera, se presume el valor juicio de inocencia, es decir, indistintamente 

del individuo que se someta a juicio, se predica la inocencia y se deberá tratar como tal 

a lo largo de la cuerda procesal, hasta que no quede en firme material y formas 

pronunciamiento jurisdiccional que desvirtué este principio y se acredite su 

responsabilidad y tipicidad de la conducta punible que se le juzga. Así mismo, el 

presupuesto de integración, reconocen que, en el entramado enjuiciador marcial penal 

en analogía con el juzgamiento, debe atenderse la normatividad propia, es decir, Ley 

1407 de dos mil diez, Ley 522 de 1999, Ley 1058 de 2006 y Ley 1765 de 2015, sin excluir 

la Ley 906 de 2004 y los tratados supranacionales.  

 

En ese sentido, la CSJ Radicado No. 29695 de 2008, 28 de julio, ha afirmado de 

manera reiterada que el desconocimiento del imperativo del debido proceso estriba en 

cuatro columnas esenciales: (i) la caracterización concreta del comportamiento irregular, 

(ii) la puntualización de la manera como éste lesiono la rectitud del acto procesal o 

transgredió las garantías procesales, (iii) la definición trascendental de por qué es 

irremediable el perjuicio, esto es, acreditando su lesividad y, (iv) el señalamiento del 

momento a partir del cual debe reponerse la actuación.  

 

Desde esta perspectiva, es necesario atender al principio que orientan la 

declaratoria de nulidad y convalidación del Código Procedimiento Penal, el análisis que 

se efectúa para su aplicación en la Justicia Penal Militar ensambla al mencionar lo 

siguiente: (i) no se declara la invalidez de una actuación cuando cumple con el propósito 

para la cual se destinó, eternamente y cuando no se vulnere el valor jurídico a la 

protección, ostentando una relación el debido proceso, (ii) la persona que invoque la 

anulación debe acreditar que la anomalía legal lesiona los derechos de los individuos 

procesales o excluye los soportes esenciales de la instrucción y juzgamiento y, (iii) las 
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actuaciones anómalas pueden ratificarse por el consentimiento del sujeto afectado, 

teniendo en cuenta las garantías constitucionales. 

 

En consonancia con lo preceptuado por la CSJ, se encuentra establecido sobre el 

entramado punitivo los delitos que pueden ser objeto de rebaja de pena hasta del 

cincuenta por ciento gracias a la “aceptación de cargos” en la JPM. Máxime, observando 

que aquellas conductas recaen solo en las estipuladas en el Código Penal Militar. Así, 

por ejemplo: desistimiento de la función por parte de los individuos, desidia del sitio, 

delitos de desobediencia, violación de habitación ajena, del centinela y ataque al mismo, 

deserción, abuso de autoridad especial, municiones y explosivos, etc. 

 

En ese sentido, mediante el coetáneo Código Penal Militar llamada “Ley 1407 de 

2010” se implementó el procedimiento penal en la JPM, así lo determinó el artículo 627 

de la norma en mención, lo cual no ha sido posible llevarlo a cabo, dadas diferentes 

situaciones que en su desarrollo han trocado los procesos y procedimientos requeridos 

para tal fin. Inclusive, la alta corporación judicial ordinaria, sustento que, como tal la Ley 

1407 de 2010 recae sobre los hechos que tengan ocurrencia desde el 17 de agosto de 

20108. Así mismo, puntualizo los procesos los procesos acontecidos posteriormente a la 

fecha establecida de vigencia, por falta de cumplimiento de los procesos, se siguieron 

gestionando conforme a lo determinado en el imperativo 522 de mil novecientos noventa 

y nueve y, que si bien la Ley 1765 de 2015 reestructuró la JPM y se conformó el ente 

acusador marcial, no ha sido posible su puesta en marcha por falta de actualización del 

decreto por parte del gobierno nacional, donde se establezcan  las cuatro fases 

territoriales en las que en forma sucesiva y progresiva, se implemente el engranaje 

punitivo acusatorio en la JPM a pesar de haberse emitido diferentes decretos al respecto9.  

 

                                                             
8 Véase Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-444 de 2011 (MP: Juan Carlos Henao Pérez), 25 
de mayo. 
9 El Decreto 2960 de 2011 que se aplicaría a partir de 1 de enero de 2012, no pudo darse debido a que 
dependía de condiciones presupuestales, el Decreto 4977 de 2011 que modificó el anterior que iniciaría el 
1 de enero de 2013, ostentando una imposibilidad y se aplacaría para el 1 de enero de 2014 con el Decreto 
2787 de 2012 y el Decreto 314 de 1º de enero de 2015, cosa que tampoco fue posible.  
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Ahora bien, con los negocios punitivos entre el ente acusador penal militar y el 

censurado de la ley 1407 del 2010, evoca como filosofía la de suavizarse el sistema 

adjetivo punitivo y la pena, cumplir con el imperativo de justicia de manera cumplida y 

ágil, solventar los conflictos del seno de la colectividad humana que genera delitos, 

suministrar el resarcimiento integro de los daños causado con la conducta punible y 

conseguir la incidencia del acusado finiquitar el objeto del procedimiento. En efecto, da 

oportunidad a la persona a partir de su abogado de realizar diálogos y alcanzar a 

acuerdos con el ente acusador e investigador encargado para tal función, en el que el 

sujeto se declara responsable del comportamiento criminal, con el fin de adquirir una 

rebaja en la sanción.  

 

En el mismo sentido, el artículo 493 de la Ley 1407 que fue declarado 

condicionalmente exequible, y por tanto remplazado por el numeral 110 de la Ley 1765 

de dos mil quince establece la adhesión de los tipos determinado en la diligencia de 

atribución de imputación en la fase de investigación, cuya rebaja punitiva es de hasta la 

dicotomía de la sanción a imponer, convenio que se logrará en el documento que acusa. 

 

No obstante, se estipula en el numeral 97 del imperativo 1765 de 2015 que en el 

periodo de la investigación el sujeto inmerso en la problemática sea oído en indagatoria 

y dentro de esta etapa procesal se allane a tipos que se le atribuyen el operador jurídico 

de erudición dando como resultado una discriminación porcentual de la mitad de la 

sanción a imponer, la cual contempla los delitos que imperan en el proceso especial de 

la Ley 1058 de 2006. 

 

Es necesario atender las implicaciones jurídicas que exhibe el procedimiento 

especial en el Código Penal Militar, así, por ejemplo: la imputación por el operador legal 

de instrucción, aceptación en la diligencia de formulación de imputación, audiencia del 

operador jurídico, el preacuerdo con la Fiscalia, entre otros. Así mismo de lo aclarado por 

el entramado punitivo marcial el instrumento jurídico oral acusatorio se empleará solo en 

aquella fracción geográfica que hubiere implementado este proceso. 
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Por otro lado, la CSJ Radicado No. 45632 de 2015. AP3976 se observan los 

conceptos de eficacia y efectiva aplicación de la ley 1407 del 2010. Esta ley entro en 

vigencia el día diecisiete de agosto del año en mención, su aplicación, en tanto se hable 

del proceso verbal acusatorio que en ella se delineó igualmente para la Justicia Penal 

Militar, permaneció restringida, como se hizo en el CPP en su momento en concordancia 

con la CSJ Radicado No. 38401, 07 de marzo, preciso que ésta sólo resulta realmente 

aplicable a partir de ciertas fechas, no obstante regir para hechos cometidos el primero 

de enero de 2005 y en determinados despachos jurisdiccionales, lo cual implicó que a 

pesar de que los sucesos ocurrieran después del primero de enero de dos mil cinco, el 

procedimiento oral acusatorio se aplicara simplemente en aquellos territorios donde se 

hubiere implantado conforme a la legislación. 

 

De igual manera, la CSJ Radicado No. 19094 de 2005. Esta situación también se 

presenta en la ley 1765 de 2015 “Justicia Penal Militar”, ya que, aunque entró a regir el 

veintitrés de julio de ese año, la aplicación se supeditó a la operatividad del procedimiento 

punitivo acusatorio en la jurisdicción especializada. De ahí que, la CSJ frente a la 

vigencia, implementación y validez de la ley menciona que es menester aclarar la noción 

de estos términos, precisamente, la ley coexiste cuando ella se introduce en el entramado 

legal posteriormente al cumplir las condiciones y requisitos para su elaboración, es válida 

cuando sustancial y formalmente guarda armonía con normas superiores que le 

preceden, está es vigente cuando produce efectos legales y se implementa a través de 

una serie de paso ordenados, tanto facticos como legales, previamente establecidos en 

la misma ley, encauzados  a conseguir su plasmación en un tiempo concluyente de una 

legislación pública que la norma exhibe. 

 

Por otra parte, la CSJ Radicado No. 23700 de 2006 ostenta que la rebaja de pena 

que contempla la Justicia Penal Militar en el artículo 97, cuya vigencia esta desde el 23 

de julio del 2015, acorde con la filosófica de la favorabilidad, se acoge a lo estipulado por 

la corporación sobre el movimiento normativo, la sucesión de leyes y las órdenes que se 

han dado en el trascurso, deben cumplir con las siguientes condiciones: (i) que las 

herramientas legales encontradas tengan restricción en las dos legislaciones, (ii) que en 
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aquellas se predique iguales fundamentos facticos procesales y, (iii) con el desarrollo 

favorable de cualquiera de estas no se lesione el sistema procesal dentro del cual se le 

da espacio al presupuesto favorable. 

 

Inclusive la CC en Sentencia C-592 de 2005 observo que, ninguna persona puede 

ser sometido al sistema adjetivo sino conforme a las normas existentes y vigentes del 

acto criminal que se le atribuye, más aún si el valor jurídico favorable instituye un 

supuesto primordial del principio rector “correcto procedimiento” en materia punitiva que 

no logra excluirse en ninguna situación. Esta corporación precisa que el órgano legislativo 

debe observar los siguientes aspectos: (i) establecer de un modo concreto, radiante y sin 

error los comportamientos criminales, (ii) estipular anormalmente las conductas 

criminales, (iii) definir el segmento competente de los operadores legales y, (iv) la 

estipulación de normas adjetivas y normas desarrollables, con el fin de garantizar el 

debido proceso.  

 

En consecuencia, la CC en Sentencia C-372 de 2016 el análisis que efectuó sobre 

los artículos de la Ley 1765 de 2015 en relación con los parámetros para garantizar el 

integro desarrollo del procedimiento punitivo acusatorio en el entramado judicial 

especifico señalado que, de cara a los preacuerdos en la audiencia de formulación de 

imputación hace mención a las garantías jurídicas sobre el sistema punitivo procesal que 

le asiste a la víctima como al imputado, que deberán ser escuchadas y asesoradas por 

la Fiscalia y oídas por el operador jurídico competente que está comisionado de avalar el 

negocio, que para su ratificación vigilará por que aquel no repudie garantías 

constitucionales o las vulnere tanto el acusado como la víctima. 

 

C. Descripción jurídica de los preacuerdos 

 

Las consideraciones jurídicas entre el CPP del 2004 y el sistema de Justicia Militar 

Penal del 2015 sobre la ausencia de reglamentación jurídica en un determinado 

escenario o la omisión en el texto legislativo en la regulación específica de una concreta 

circunstancia, conllevan a un análisis sobre el artículo 288, que precisa de manera clara 
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los presupuestos necesarios para la formulación de imputación efectuado de manera oral 

por parte del fiscal (Bastidas, 2010, págs. 423-425).  

 

En ese sentido, debe tener una correlación despejada y concisa de los sucesos 

jurídicamente distinguidos mediante una locución perceptible, que no conlleva 

necesariamente al descubrimiento de medios evidenciables, prueba corporal o de datos 

informativos en dominio del ente acusador, sin menoscabo de lo solicitado para pedir la 

imposición de medida de aseguramiento. 

 

Como se observa los diferentes aspectos que enlaza este numeral son: (i) 

presencia del fiscal; (ii) prelación breve y clara de los fundamentos facticos importantes; 

(iii) en un léxico claro para el imputado; (iv) le concierne al fiscal expresar oralmente la 

viabilidad del procesado de adherirse a la formulación de atribución en aras de conseguir 

rebaja sobre la sanción y; (v) en forma libre y espontánea. 

 

Sin embargo, los pronunciamientos jurisprudenciales del “TSMP” frente la figura 

de “allanamiento a cargos”, que se encuentra estipulado en el numeral 97 del imperativo 

1765 del dos mil quince, han hecho notable una serie de argumentos, que considerados 

dentro del proceso, se convierten en vacíos importantes dentro del procedimiento que se 

surte posteriormente a la formulación de imputación y el desarrollo mismo de la sentencia, 

así, por ejemplo: la aplicación no depende de la implementación del sistema procesal 

contenido sobre el imperativo 1407 de dos mil diez, que esta sólo impacta el 

procedimiento punitivo marcial especial de propensión inquisitiva, contemplado en la Ley 

522 de 1999, adicionado por la Ley 1058 de 2006, que el juez de instancia y el operador 

jurídico de conocimiento son iguales, por cuanto se refieren a que tienen a su cargo la 

etapa del juzgamiento, la facultad para poner en marcha el mecanismo de aceptación de 

cargos se encuentra radicado de manera exclusiva y discrecional en cabeza del 

procesado por ministerio de la Ley Penal Militar (Varela, 2004, págs. 86-93). 

 

Así mismo, son hechos relevantes el funcionario judicial no está legalmente 

obligado a hacer advertencias al imputado sobre la posibilidad de aceptación de cargos, 
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con lo cual se viola el debido proceso, la imputación que se efectúa debe ser fáctica y 

jurídica, la confesión y la aceptación de cargos son dos institutos diferentes, el sindicado 

debe tener conocimiento de las consecuencias jurídico penales y,  de los beneficios 

punitivos  que le genera esa aceptación, la aceptación de cargos implica la renuncia del 

sindicado al agotamiento de los trámites normales subsiguientes del proceso “calificación 

mérita del sumario, juicio y demás casos del debido proceso”, el documento de adhesión 

a tipos equivale  a la resolución del sujeto inmerso en el problema, el Juez de primera 

instancia ejecuta la vigilancia legal a la aceptación de los cargos, y al aprobarla debe 

proferir la correspondiente sentencia, que a partir de aprobada la aceptación de cargos  

“a través de acto de sustanciación” no hay posibilidades de retractación alguna, salvo los 

casos de vulneración a garantías fundamentales y debido proceso o en caso de no ser 

avalada la aceptación de cargos, debe decretarse  la respectiva nulidad y por ende, volver 

a iniciar proceso. en efecto, son circunstancias que conllevan al análisis dada la 

implicancia procesal (Fuentes Cubillos, 2008, pág. 33). 

 

De igual manera, otros aspectos relevantes que se deducen del estudio de las 

sentencias del TSMP son los siguientes: (i) la aceptación de cargos por parte de imputado 

se lleva a cabo una vez el juez de instrucción presente la imputación en la diligencia de 

indagatoria y es quien aclara al  inculpado, la oportunidad que tiene de allanarse a cargos 

lo cual refiere a la confesión simple del imputado, no obstante, como no se expresa 

claramente en la Ley 1765 del 2015, el procedimiento puede ser omitido y por tal motivo, 

quebrantar el debido proceso; (ii) el Juez de instrucción creado por la Ley 1765 es quien 

debe levantar el acta y pasarla al Juez de conocimiento, por lo cual se deduce que son 

dos instancias de juzgamiento diferentes en la JPM (iii) el acta debe ser suscrita con el 

sujeto y el abogado, en la cual deben constar los tipos en que se adhiere el sujeto 

inmerso. El acta equivale a la solución de imputación; (iv) el acta se expedirá de manera 

directa, con lo ejecutado al operador legal competente, que examinara si se hizo 

correctamente la actividad, y si su consentimiento fue independiente, discrecional y 

franca y desde esta se provendrá a emitir sentencia; (v) la aceptación de cargos está 

diseñada a fin de garantizas la plena actividad del procedimiento punitivo en los jueces 

especializados y; (vi) una depreciación porcentual de la sanción. 
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Lo importante es tener en cuenta que, cuando se trata de la imposición de 

condenas en relación con lo estipulado por el “principio de legalidad”, no es suficiente que 

el ordenamiento legal detalle la conducta criminal y debe instituir el sistema adjetivo 

punitivo, el operador jurídico que prevé la indagación y el castigo los comportamientos 

punibles. En ese sentido, no basta con que se haya examinado por el órgano legislativo 

y sancionado por la presidencia una ley donde se precisen los tipos y sanciones a atribuir 

para que ésta tenga vigencia, debe existir un marco legal, un proceso y un operador legal 

que dentro de sus funciones enmarca esta competencia en concordancia con la CC en 

Sentencia C-444 de 2011 lo cual indica que se presenta errores en el procedimiento 

penal. 

 

De igual manera, lo regulado por la Ley 1765 de 2015 sobre el título octavo cuya 

denominación se concibe como figuras sobre competencia para la transformación 

procesal punitiva y para garantizar su pleno desarrollo en los despachos especializados, 

y capítulo segundo llamado “fundamentos para garantizar la actividad del procedimiento 

punitivo acusador sobre el entramado juzgador marcial”, cuya filosofía es aseverar o dar 

garantías al proceso de transformación al coetáneo procedimiento, que a partir de la 

exhibición de motivos de la misma, se buscó instaurar un conjunto de medidas para la 

translación al coetáneo procedimiento punitivo acusatorio en la JPM, facilitando el 

procedimiento descongestivo jurisdiccional, a partir del cual, el juzgamiento de hechos 

que hubiesen sucedido en el marco del imperativo 522 de 1999, pudieran ser tratadas 

por cualquier operador jurídico punitivo marcial, para mejorar la eficiencia en los 

procesos, el directivo ejecutivo de la UAEJPM, se facultó en aras de redistribuir la carga 

laboral (Montoya, 2009, págs. 155-159). 

 

Si bien la intención la intención de lo expresado en la Ley 1765 de 2015, se 

encuentra una serie de aspectos que no han encajado en el lenguaje y proceder dentro 

del sistema, así, por ejemplo: alzar acta  con relación a los cargos aceptados durante la 

indagatoria, la cual debe pasar al juez de conocimiento, no aparece relación alguna con 

lo estipulado en la Ley 522 de 1999, que conlleva el desconocimiento de la labor 

interpretativa de los administradores de justica; se asume el juez de instancia como juez 
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de conocimiento10 (Manrique, 2014, págs. 108-109). En efecto, el anterior contenido 

gramatical puede interpretarse de manera totalmente contraria, empero al disgregarla se 

encuentra que tal norma jurídica conjuga instituciones diferentes, como, por ejemplo, lo 

sucedido con la indagatoria, la denominación de otro funcionario, como juez de 

instrucción, el sujeto interviniente, el procesado y los detallados con precisión en la Ley 

522 de 1999 y 1058 de 2006. 

 

Es así como el trámite de procedimiento especial supone un cambio importante, 

dado que, al tenor de la Ley 1765 de 2015 cuando el procesado acepta los tipos que le 

formula el operador legal de instrucción durante la indagatoria, es decir, se hace 

responsable de los hechos, debe levantarse un acta donde se relacionan los cargos 

objeto de aceptación, por tanto, esta acta hace las veces de acusación y pasa al operador 

jurídico de instancia o conocimiento, quien dictará la sentencia respectiva. Es así como, 

este procedimiento ha conllevado a la vulneración del debido proceso del imputado 

aplicando lo estipulado en la Ley 1765 de 2015, ya que, se prescinde el agotamiento de 

la verificación probatoria, que acorde con la Ley 522 de 1999, debía llevarse a cabo 

cuando se realizaba la confesión y se soportaba con la presunción de inocencia, 

constituyéndose en medio de prueba. Hoy pasa en forma directa al proferir sentencia y 

en caso de no estar de acuerdo procede la solicitud de nulidad ante el juzgado una vez 

conocida la sentencia. 

 

 De igual manera otros segmentos encontrados se refieren a la falta de claridad en 

el juzgamiento cuando hay concurso de delitos, dado que, se sigue por el procedimiento 

ordinario y otro por el procedimiento especial, no precisa la Ley 1765 de 2015 la forma 

como se divide la discriminación sobre el castigo, incluso llegar a la mitad de la sanción 

atribuida a que se hace acreedor el procesado por la aceptación de cargos, no contempla 

la Ley los aspectos que deben tenerse en cuenta para evaluar los medios de prueba. 

Además, no se contemplan los preacuerdos, sino el simple allanamiento a cargos como 

lo contempla la Ley 1765 del 2015. 

 

                                                             
10 Ley 599 del 2000. Artículos 238-1, 262, 273,292 y 563. 
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La lesión al correcto proceso y los demás valores constitucionales que integran el 

sistema adjetivo punitivo frente al “allanamiento a cargos” tiene implicaciones en los 

sindicados, la fuerza pública y el Estado. Al respecto la promulgación de la Ley 1765 de 

2015 ha sido constante en el país, así lo demuestra las diferentes apelaciones que se 

han presentado ante el TSM y Policial durante el periodo 2015 y 2018. 

 

Relación de Procesos apelados ante el Tribunal Superior Militar y Policial. 

No. Primera instancia Segunda instancia  Delito investigado Decision TSMP 

 

 

1 

Rad. 158304-9577-XV-

088. Agosto 14 de 2015. 

Juzgado Quinto Penal 

Militar de Brigadas. 

Ley 1407 de 2010, trámite 

conforme a la ritualidad de 

la Ley 522 de 1999. 

 

Deserción y 

abandono del 

puesto. 

 

 

Condenado. 

 

2 

RAD. 158484-XVII-

2060-447.  

Juzgado Primera 

Instancia.  

Bogotá 12 de  

diciembre de 2016. 

 

Solicita declarar la 

improsedencia de la acción 

punitiva 

 

 

Apelación de auto. 

 

 

Revocada. 

 

3 

 

25 de febrero 2016. 

Juzgado de Instancia de la 

Fuerza Naval del Caribe. 

 

Del Centinela. 

 

Confirma 

sentencia. 

 

4 

Rad. 158490-002-XIV-

96-EJC Noviembre 29 

de 2016. 

TSM -Apelación de 

Sentencia Condenatoria. 

Delito del 

Centinela. 

Declara nulidad 

de lo actuado. 

 

5 

Rad. 158438-7017-XIV-

68-FAC Septiembre 29 

de 2016. 

TSM –Apelación Auto que 

decreta nulidad de lo 

actuado a partir de auto de 

cierre. 

 

Deserción. 

Revoca el 

interlocutorio y 

declara nulidad. 

 

6 

Rad. 158387-7201-XIV-

563-EJC. Julio 12 de 

2016 

TSM Apelación auto 

deniega nulidad. 

 

Del Centinela. 

Confirma 

sentencia. 

 

 

 

7 

Rad. Nº158746-4934–

XV-121–EJC. 20 de 

septiembre de 2017 

Juzgado Militar 14 de 

Auto interlocutorio, 

resuelve Acta Aceptación 

de Cargos dentro de 

 

 

Deserción. 

 

Revoca auto 

rechaza acta 
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Brigada. Puerto Berrio 

Antioquia 

proceso penal Aplica el Art. 

97 de la Ley 1765 de 2015. 

aceptación de 

cargos. 

 

El análisis de las sentencias frente al imputado, acorde con el detalle de cada uno 

de los magistrados del TPM arroja los siguientes aspectos: (i) se conoce por parte del 

soldado o del policía que la conducta afecta el interés jurídico del servicio, (ii) se solicita 

que se ordene oficiosamente la anulación del comportamiento procesal desde el acta de 

allanamiento a cargos, (iii) deficiente y parcializada investigación por parte del juez 

instructor, (iv) vulneración del debido proceso, (v) uso de leguaje no entendible por parte 

de los procesados, (vi) falta de información al imputado acerca del derecho de no 

incriminarse, a sabiendas que debe informarse de la aceptación de la responsabilidad 

penal, (vii) nivel de estudios de los soldados y auxiliares de policía, escasamente saben 

leer y escribir, en su mayoría no alcanzan el quinto grado de escolaridad y (viii) no 

aceptación de cargos de manera espontánea, sino orientado y dirigido para que 

contrariamente los admitiera. 

 

Lo anterior da como resultado una indagación incompleta y parcial que no es 

objetiva. Existen los derechos fundamentales como, por ejemplo, el correcto 

procedimiento, el valor jurídico a la protección, el axioma de presunción, necesidad de la 

prueba, carga de la prueba y prohibición de la prueba anómala, etc. Aquellas deben ser 

tomadas en cuenta por los operadores jurídicos que intervienen en la causa, verificas el 

soporte probatorio en que sustenta la aceptación de cargos en la etapa de instrucción 

conforme al artículo 97 en arad de preservar el principio de legalidad, evitando el 

allanamiento a cargos se convierta en un acto discrecional o político sin control alguno. 

 

Los principios lesionados acorde con las sentencias del Tribunal Superior Militar y 

Policial son los siguientes:  

 

Principio de legalidad, aunque el marco legal establece que debe reconocerse el 

cúmulo evidenciable en aras de dar acatamiento al control de legalidad antes de la 

sentencia, éste no se cumple, dado que, el juez dio por probados los elementos del delito 
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de deserción, solo con el informe de novedad y la diligencia de inquirir, terminando con 

el acta de aceptación de cargos (Montes, 2009, págs. 101-103).  

 

Principio de favorabilidad, sería aplicable en los ciclos de traslación legislativo y en 

la regulación de problemas entre normas cuyo vigor es simultánea, ya que, se debe 

emplear de manera retroactiva a sucesos ejecutados durante la vigencia de una ley 

anterior perjudicial. Más aún, se tiene conocimiento sobre el desarrollo del valor jurídico 

favorable debido a la legislación posterior tenga lugar a la segregación porcentual, 

innovación, reemplazo, cesación de la sanción punitiva, aspecto que no se aprecia en las 

respectivas demandas de nulidad (Tocora, 2002, pág. 104). 

 

Reserva legal y tipicidad, dado que, la estrecha relación que guardan con los 

valores jurídicos de preexistencia y favorabilidad y que sólo el órgano legislativo está 

autorizado para tipificar las conductas punibles, instaurar sanciones limitadoras sobre la 

locomoción del sujeto o casticos de carácter económico, disciplinario y estipular los 

procesos punitivos que han se perseguir  (Torrado, 2009, págs. 61-62).  

 

Ahora bien, la indagación adelantada ante la Secretaría del Juzgado del 

Departamento de Policía del Tolima, desde la fecha que preexiste el imperativo de la 

legislación es 5 de septiembre de 2019, se observó que la ejecución del numeral 97 del 

imperativo 1765 de 2015, fueron encontradas solo tres (3) providencias donde se 

presenta la Aceptación de Cargos. 

 

En primer lugar, sentencia condenatoria por el delito del centinela en persona de 

Auxiliar de Policía, ocurrido el 28 de enero de 2017, juzgado 188 de instrucción penal 

militar, aceptación de cargos y suscripción de acta respectiva. Condena en primera 

instancia. El Espinal, departamento del Tolima. Abril 25 de 2017 

 

En segundo lugar, sentencia condenatoria para Auxiliar de Policía, por el delito de 

Deserción ocurrido el 12 de agosto de 2016, juzgado 188 de instrucción, condena en 

primera instancia, aceptación de cargos y suscripción de acta respectiva. Estación de 
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policía de Chaparral, juez de primera instancia, departamento de Policía Tolima. 19 de 

diciembre de 2017 

 

En tercer lugar, sentencia condenatoria para Auxiliar de Policía, por el delito de 

deserción, ocurrido el 5 de febrero de 2017, juzgado 188 de instrucción, condena en 

primera instancia, aceptación de cargos y suscripción de acta respectiva. juez de primera 

instancia, departamento de Policía Tolima. Mayo 8 de 2017. 

 

De igual manera, se encontraron 26 providencias falladas en las que no se tuvo 

en cuenta el desarrollo del numeral 97 del imperativo 1765 de 2015, a partir de la sanción 

de ésta en el 2015, de las cuales, en 20 casos, el juez de instrucción no dio a conocer el 

derecho que se tiene a la rebaja de la pena en aplicación a esta Ley y en 16 casos que 

fueron fallados donde se hizo preacuerdo con la Fiscalía en la audiencia preparatoria a 

partir en que la misma Ley 1765 de 2015 entro a regular. 

 

Un hecho que llama la atención es que no se han presentado recursos de 

apelación de cara a la vulneración del numérico 97 de la Ley 1765 de 2015 y al indagar 

acerca de los procesos fallados respecto de la aplicación a la citada ley y al procedimiento 

especial contenido en la Ley 1058 de 2006, se encuentra que sólo el 6.25% tienen 

relación con la primera, mientras que el 60% se refieren a la segunda, lo que lleva a inferir 

el desconocimiento que los militares ya sean soldados o suboficiales y auxiliares o 

patrulleros y miembros del nivel ejecutivo en la policía nacional tienen acerca de éstas. 

 

Finalmente, el análisis realizado a las diferentes sentencias del TSM en las cuales 

se han planteado por el magistrado ponente sobre las causales de nulidad, confirmación 

de sentencia o revocatoria, lo cual permite plantear la propuesta a partir de pasos para el 

cumplimiento del debido proceso en la JPM. Dar a conocer el derecho de allanarse a 

cargos, comprende los siguientes pasos: aclaración de que le asiste al sujeto inmerso el 

valor jurídico de no auto incriminación; informar acerca de que la aceptación de los cargos 

imputados conlleva la aceptación de la responsabilidad penal en su triple dimensión de 

conducta típica, antijurídica y culpable, no de simple autoría o participación; producida la 



REBAJAS PUNITIVAS POR ACEPTACIÓN DE CARGOS …                                    40 

aceptación, no hay lugar a posterior retractación; que con la misma renuncia a ser vencido 

en un diligencia publica, verbal, discordante e ecuánime y; que renuncia a allegar pruebas 

y controvertir las que hasta ese momento procesal existen en su contra, lo cual apareja 

con una decisión en su contra, lo cual conlleva la imposición de una pena, la cual se 

ajusta a la modalidad y tasación establecida por ley, además de sujetarse a las estrictas 

previsiones legales en la materia, previo el descuento punitivo a que se hace acreedor 

en razón de la aplicación de lo instituido y cuyo tiempo será determinado en la sentencia 

respectiva. 

 

Además, el envío al juez de conocimiento tiene como función: verificación 

minuciosa de todos los acuerdos especificados en el acta; avalar la decisión de adhesión 

a cargos de la responsabilidad punitiva por parte del individuo procesado, y que esta haya 

sido en realidad libre, consciente, voluntaria y previamente informada de las 

consecuencias de la misma y; constatación de un mínimo probatorio, que sumado a la 

aceptación de responsabilidad, sean suficientes para quebrantar la presunta correcta 

conforme a derecho en grado de certeza racional. Además, el fallo de condena por parte 

de juez de conocimiento o de instancia supone lo siguiente: lectura previa consciente, 

verificando que en el proceso se hayan cumplido todos actos que dan lugar a la sentencia 

y la revisión amplia de los componentes y artejos contemplados en las normas de tal 

manera que se evite la reversión del proceso. 

 

Conclusiones 
 

El estudio respondió a un análisis jurídico efectuado desde lo planteado en las 

normas que han llevado a la aplicación del sistema oral en la JPM, como son: la Ley 1407 

de 2010, Ley 1058 de 2006, la aplicación del artejo 97 de la Ley 1765 de 2015 y de la 

aplicación general que se hace de la Ley 522 de 1999, de las sentencias que sobre la 

vulneración y violación al debido proceso se presentan en los casos de juzgamiento a 

soldados y policías que en atención a su condición desatienden la normatividad frente a 

la disciplina y los mandatos propios de la justicia castrense, los cuales se encuentran 

estipulados en la Ley 1058 de 2006, ya que, reformó la Ley 522 de 1999. 
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Se encuentra explícito en las diferentes sentencias analizadas que se ha entendido 

por el TSM que el propósito de las leyes 1407 de 2010 y en especial, el artículo 97 de la 

1765 de 2015 es la de descongestión del Sistema Penal Militar, no obstante, el proceso 

adelantado por los jueces no ha sido el expedito para tal cumplimiento, así entonces, se 

vienen presentando faltas frente a las garantías procesales, derivándose solicitudes ante 

el Tribunal de revocatoria de sentencias. 

 

Se encuentra confusión entre los cargos mencionados en el artejo 97 de la Ley 

1765, y los estipulados en la Ley 522 de 1999, entre ellos el Juez de Conocimiento y el 

Juez de Instrucción, que, aunque no debiera ser razón suficiente para negar un 

reconocimiento, su función reviste contenidos diferentes al del fiscal, lo cual hace que la 

eficacia en el proceso no sea óptima y haya lesión del valor jurídico de prexistencia. 

 

El esquema procedimental estipulado en el imperativo 1407 de 2010 y en la Ley 

1058 prescinde del abordaje total de la verificación probatoria, que sí está contemplada 

en la Ley 522 de 1999, la cual conlleva que en razón a la confesión del a quo, se cuenta 

con la presunción de inocencia, constituyéndose en medio de prueba, aspectos que no 

se contemplan en el art. 97 de la Ley 1765 de 2015, motivo por el cual se presenta la 

vulneración al debido proceso. 

 

Tanto la CC como la CSJ han sido enfáticas en sus sentencias en la reiteración 

del cumplimiento del axioma jurídico de legalidad, de favorabilidad, Reserva legal y 

estipulación punitiva, además del cumplimiento del debido proceso y otros derechos 

fundamentales dentro de la aplicación del art. 97 de la Ley 1765 de 2015 bajo el espectro 

de la justicia premial, amparado en la rebaja de la pena a imponer hasta del 50% por el 

allanamiento a cargos. 

 

El estudio permite reconocer gran número de vacíos normativos que se hallan en 

la aplicación del sistema de juzgamiento acusatorio ejecutado a partir de la Ley 906 de 

2004, frente al aplicado hasta el momento en la JPM, a partir de la Ley 1765 de 2015. 
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La vulneración al debido proceso y de derechos fundamentales, relativos al 

allanamiento a cargos de los sindicados colaboradores del entramado colaborador 

marcial y policivo durante el periodo 2015–2018, a partir del análisis de los casos se 

presenta por la falta de instrucción, claridad, uso del lenguaje apropiado y ajustado al 

sindicado, debido a que no disponen de altos niveles de estudio, no comprenden los 

términos utilizados y sólo se allanan a los cargos y los aceptan, sin considerar las 

implicaciones posteriores que invalidan el proceso a seguir una vez se firma el acta y da 

cuenta del auto de cierre de la investigación. 

 

Es fundamental que antes de la indagatoria el Juez de Instrucción, disponga de 

segmentos de discernimiento respecto a la responsabilidad del individuo inmerso en la 

jurisdicción punitiva, que permitan al Juez no sólo servir de apoyo para efectos de la 

vinculación, sino que coadyuven frente a la aceptación de cargos que se realicen en tal 

acto, de tal manera que aúnan la eficiencia y la eficacia del sistema, además de demostrar 

la preservación de las garantías fundamentales del proceso. No puede desconocer el 

imputado los derechos que le son propios, por ejemplo, a la defensa y que ésta conozca 

ampliamente los preceptos de la Justicia Penal Militar, de tal manera que no se incurra 

en la vulneración de derechos dentro del proceso. 
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